Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 36 minutos.) 


-Buenas tardes. Estamos recibiendo al Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública 
representado por las señoras Mariana Mas y Tania Da Rosa y los señores Edison Lanza y señor 
Fabrizio Sccollini. 


Les solicitamos que pronuncien su nombre cuando hagan uso de la palabra a los efectos de la 
versión taquigráfica. Disponen de 15 minutos para hacer la presentación. 


Tienen la palabra. 


SEÑOR LANZA.- Mi nombre es Edison Lanza y soy Director del Centro de Archivos y Acceso a la 
Información Pública (Cainfo), organización que trabaja desde hace varios años en el derecho a la 
información y a la libertad de expresión. 


Básicamente, nuestra preocupación radica en el artículo 37 de la Rendición de Cuentas que 
establece una serie de reformas a la Ley de Acceso a la Información Pública. 


Queremos compartir con la Comisión el libro llamado “Venciendo la cultura del secreto” que 
explica por qué razón nuestro país ha sido pionero en materia de transparencia -se trata de una versión 
pública- siendo uno de los primeros en tener una ley modelo de acceso a la información pública, 
aprobada en 2008 por todos los Partidos Políticos. El Poder Ejecutivo de la época dio impulso a esta 
ley y la sociedad civil fue redactora del proyecto de ley original, lo que ha sido saludado por todos los 
organismos internacionales de Derechos Humanos. 


A cinco años de la aprobación de la ley, creemos que es necesario que se haga una reforma 
integral. Esta ha sido utilizada por ciudadanos, por organizaciones sociales, por Partidos Políticos, 
etcétera, para conseguir más información como forma de mejor participar de la vida democrática en la 
toma de decisiones -lo cual es saludable- pero también reconocemos que hay una serie de conflictos 
naturales en una democracia, entre los intereses de la Administración, los intereses de los particulares 
y los intereses de la sociedad civil; incluso los que existen en el interior del propio Estado, donde hay 
determinados organismos que manifiestan que no quieren que determinada información sea pública y 
otros que efectivamente la necesitan. 


Sabemos que se requiere de una serie de reformas, pero de lo que estamos seguros es que 
una Rendición de Cuentas no es el lugar para introducir reformas a las apuradas a una ley que refiere 
a los derechos humanos, como nada más ni nada menos es el derecho a la participación ciudadana, a 
la información pública y a la transparencia. 


Tenemos una serie de críticas para hacer al texto y por eso solicitamos a la Comisión y al 
Senado que retiren ese artículo de la Rendición de Cuentas para que en un ámbito participativo como 
los que ha tenido el país en los últimos años -actualmente estamos trabajando en la Ley de Servicios 
de Comunicación Audiovisual con parte de un comité técnico- podamos tener un comité especializado 
con participación del Estado, la sociedad civil y la academia para discutir la reforma integral a esta ley. 


Esta reforma es vista en el exterior como algo regresivo, porque no se entiende cómo un país 
que ha estado en la vanguardia en materia de transparencia y acceso a la información pública, esté 
introduciendo una excepción al acceso a la información, que es amplísima, referida a los procesos 
deliberativos, sin precisar para qué tipo de asesoramiento dentro de los procesos deliberativos se 
puede reservar, sino que habla de procesos de evaluación, de control y de transparencia. 


Imaginen los señores Senadores que cuando se está discutiendo una política pública 
ambiental, social, etcétera, a un Ministro se le ocurra decir que todos los aspectos de evaluación y 
control de estadística que tenemos sobre este tema serán declarados reservados hasta que tome una 
decisión. Entonces, ¿qué participación estamos permitiendo? Una participación sin información, porque 
esta requiere necesariamente información valiosa para participar en las decisiones democráticas. Una 
vez que se toma la decisión, todos sabemos que es muy difícil que se revierta, sobre todo para la 
sociedad civil que quiere incidir en estas políticas. 


Por lo tanto, esta reforma no es entendida en el exterior. 


Recientemente, el Relator Especial de Naciones Unidas sobre la promoción y protección del 
derecho a la libertad de opinión y expresión vino a Uruguay a felicitar al Gobierno por su proceso de 
aprobación de la ley relativa al servicio de comunicación audiovisual y también a recomendar algunos 
cambios en el proyecto de ley que está a discusión en el Parlamento. 


A su vez, en la Comisión de la Cámara de Representantes donde compareció dejó una 
advertencia explícita de que este problema, este tema que hoy nos ocupa, era una reforma regresiva 
que el Uruguay debería discutir de otro modo. 


Esto era lo que quería decir a modo de introducción, señora Presidenta. Solicito le concedan 
la palabra a la señora da Rosa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora da Rosa. 
SEÑORA DA ROSA.- Buenas tardes, señora Presidenta. 


Queremos profundizar lo que señalaba el señor Lanza con respecto a cuál es el impacto que 
esta reforma -que ya cuenta con media sanción del Parlamento- está teniendo en el exterior y que, 
además, podría incrementarse en las próximas semanas. 


Como ustedes saben, el país está siendo objeto de su segunda revisión en el marco del 
Consejo de Derechos Humanos en el ámbito del examen periódico universal. Esta reforma tiene 
aspectos regresivos ya que, de alguna forma, rebaja el estándar que el país tenía en materia de 
acceso a la información pública. Esta medida puede dar mérito a que el país reciba una observación en 
este sentido. 


Igualmente, en estos días, también Uruguay está empezando un período de revisión ante el 
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, organismo que tiene mucha relevancia en materia 
de derechos civiles y políticos como es, por ejemplo, el derecho de acceso a la información pública y, 
no menos importante, la Alianza Regional por la Libertad de Expresión e Información. En estos días ha 
emitido una acción conjunta, una acción regional de distintos colectivos que trabajan estos temas a 
nivel de toda América Latina y el Caribe, dando cuenta de su preocupación por esta reforma. 


Seguramente, en los últimos días ustedes habrán recibido una carta pública en la que se 
pronuncian específicamente pidiendo al Parlamento que retire el artículo 37 de la Rendición de 
Cuentas. 


Como recién explicaba el señor Lanza, aspiramos a que se pueda generar un debate mucho 
más amplio sobre otros aspectos de la ley que, a nuestro juicio, deberían reformarse para seguir 


profundizando el camino de la consolidación del derecho de acceso a la información pública que es, 
ante todo, un derecho humano. 


Solicito le concedan el uso de la palabra a la señora Mas. 
Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra la señora Mas. 
SEÑORA MAS.- Buenas tardes. 


Siguiendo la línea de razonamiento de la señora da Rosa, quiero decir que otro ámbito en el 
que también se ve reflejado Uruguay es en la Alianza por el Gobierno Abierto. Esto sucede desde hace 
un año y medio aproximadamente. Actualmente, más de setenta países forman parte de esta Alianza. 


Es de destacar que la Alianza se basa en tres pilares: transparencia, acceso a la información y 
participación. Uruguay ha planteado ya un plan de acción nacional y actualmente se encuentra en 
proceso para armar su segundo plan de acción, que presentará en Londres dentro de pocos meses. 


La reforma de la ley relativa al acceso a la información es una preocupación para nosotros ya 
que, a nivel de la Alianza por el Gobierno Abierto, esto representaría un retroceso de nuestro país. 


SEÑOR SCCOLLINI.- Buenas tardes. 


Deseo hacer un planteo muy breve. Básicamente es para reforzar lo que han dicho mis 
colegas. 


Uruguay ha sido ejemplo en la región en muchos de estos temas. Entendemos que hay 
complejidades de esta ley en la interacción con las empresas públicas uruguayas. Ello puede ser 
solucionado, pero esta no es la manera en la que debemos discutir el tema. 


En DATA Uruguay construimos, junto con Cainfo, el portal “quesabes.uy”, al que cualquier 
persona puede dirigir un pedido de acceso a información de todos los organismos del Estado. Hemos 
tenido excelente relación con varias empresas públicas, entre ellas Ancap, que es una de las que más 
rápidamente responde y lo hace de la mejor manera. 


Es decir que hay distintos canales por los que podemos abordar este tema de una forma 
profunda y medida. 


En definitiva, creo que esto es lo que merece Uruguay y sería un gran aporte a la región, que 
también discute estos temas. 


SEÑOR UMANSKY.- Compartimos la inquietud que plantean nuestros invitados por las modificaciones 
propuestas. Estimamos, al igual que quienes nos visitan, que este tema debería ser motivo de un 
análisis por fuera de la Rendición de Cuentas, porque no tiene nada que ver con lo que se está 
considerando en esta instancia. También estamos de acuerdo con lo que se plantea sobre los peligros 
que acechan al cumplimiento de la ley de información. 


Nuestros invitados hablan de que la propia ley de información requiere modificaciones. Por mi 
parte, he leído informes en donde se afirma que los pedidos que se han hecho han tenido relativo poco 
éxito, y que muchas de las instituciones públicas que estaban obligadas a dar un informe acerca de 
cuál era la reserva que pretendían, no lo hicieron. De manera que el propio cumplimiento de la ley está 
en tela de juicio. 


Con respecto a Alianza por el Gobierno Abierto, no es un tema menor todo lo que refiere al 
presupuesto transparente, y cuando se hacen los relevamientos anuales acerca de la apertura es bien 
claro que nuestro país no consta, ni siquiera es relevado. Es decir que hay algo que está fallando en la 
información básica. 


En definitiva, quisiera conocer la opinión de nuestros invitados con respecto a los dos temas: 
el grado de cumplimiento actual de la ley de información y la posibilidad de que Uruguay se integre a 
estos escrutinios universales acerca de gobiernos abiertos. 


SEÑOR LANZA.- Nosotros siempre decimos que la Ley de Derecho de Acceso a la Información 
Pública ha sido revolucionaria para la historia de secreto que tenía nuestro Estado, que no es algo que 
haya surgido en estos gobiernos, sino que venía de 1830. Entonces, sabíamos que la Ley produciría 
cambios culturales paulatinos, aunque algunos organismos y niveles de gobierno se iban a adecuar 
más rápidamente. De hecho, el Poder Ejecutivo en general, los Ministerios, tienen mejores niveles de 
transparencia, mientras que a algunas empresas públicas y a los Gobiernos Departamentales, 
notoriamente les está costando más. Por eso entendemos que se requiere una reforma de la ley: para 
revisar lo que pasó hasta ahora con su aplicación y para buscar cómo mejorarla. 


Por ejemplo, desde el comienzo planteamos, como sociedad civil, la necesidad de que el país 
tenga un Instituto Nacional de Derecho a la Información, que tenga otra posición institucional. La idea 
es que no dependa del Poder Ejecutivo, sino de los tres Poderes, o que se piense algún otro tipo de 
esquema institucional. Además creemos que es necesaria una política pública, con recursos, para 
promover la transparencia en todo el Estado. Porque la democracia y la transparencia también cuestan 
dinero; hay que decirlo y lo tenemos que asumir como un desafío. 


Por lo tanto, la propuesta va en ese sentido. Uruguay quiere ir hacia más transparencia y 
creemos que esta reforma es una señal que no es buena. 


Quiero complementar lo que decían recién la señora Mariana Mas y el señor Fabrizio Sccollini 
en el sentido de que fue iniciativa del señor Presidente Mujica y del Poder Ejecutivo actual que 
Uruguay voluntariamente se sumara a la Alianza del Gobierno Abierto, junto a Brasil, México, Estados 
Unidos, Reino Unido y otros países del mundo que están trabajando en el mismo sentido. En dos 
meses vamos a tener una reunión donde Gobierno y sociedad civil vamos a ir a evaluar cómo viene el 
país en materia de gobierno abierto, y sinceramente no tenemos ganas de llegar con este tema, que 
creo que enturbia la relación tan buena que hemos tenido hasta el momento. 


SEÑOR SCCOLLINI.- Quiero hacer un comentario muy breve referido a la cuestión específica de 
presupuestos. 


El Ministerio de Economía y Finanzas y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto han hecho 
algún esfuerzo en el sentido de avanzar en más transparencia en el presupuesto. Sin embargo, 
compartimos que hay formas de hacer más accesible ese presupuesto a la ciudadanía en general y a 
los Legisladores en particular. Por lo que he visto, es enorme el trabajo que ustedes tienen en las 
Comisiones a la hora de analizar el Presupuesto, cuando nosotros contamos con herramientas 
tecnológicas que permiten visualizar mejor la información disponible, a fin de tomar mejores decisiones. 
Sean del color que sean, de alguna manera pueden hacer su vida más fácil. En ese sentido, en el 
marco de la Alianza para el Gobierno Abierto hay un grupo de trabajo que espera poder colaborar, pero 
con este marco normativo se nos hace bastante difícil. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si ningún señor Senador desea hacer uso de la palabra, voy a hacer una 
pregunta relativa al artículo 37. Quisiera saber si la sociedad civil está preparada para una ley de 
acceso a la información o todavía tiene grados de inmadurez que no le permiten estarlo. No solo estoy 
pensando en el ciudadano de a pie, sino también en las instituciones y en la prensa, que pueden 
encarar esta herramienta de otra manera. Me gustaría conocer la opinión de ustedes al respecto, 
porque esto tiene dos patas. 


SEÑOR LANZA.- Me voy a referir a la experiencia que hemos tenido estos años. 


Cuando se aprobó esta ley, el sistema político tenía temor de que hubiese una verdadera 
avalancha y un uso irresponsable de la información, ya que, básicamente, esto se regula por principios 
generales y uno de ellos es que nadie tiene que explicar para qué quiere la información. Desde la 
sociedad civil promovemos que lo que importa es si la información es pública o si es reservada porque 
protege un interés legítimo del Estado; y si es pública, tiene que importar poco quién la pide, porque en 
definitiva tiene que estar a disposición de la gente. 


De todos modos, debo decir que no ha habido quejas de los organismos públicos por un 
exceso de trabajo o por pedidos irresponsables. Tal vez la señora Presidenta se refiera al uso político 
que se hace de la información, ya que es cierto que muchos Legisladores utilizan esta ley de acceso 
más que el pedido de informes, pero eso también nos tiene que hacer pensar que lo hacen porque es 
más eficaz, y entonces, quizás el Parlamento se deba una discusión sobre el uso de este tipo de 
herramienta. 


Asimismo, creo que la sociedad civil ha utilizado mucho la ley de acceso para proteger otros 
derechos. Por ejemplo, nos hemos enterado de cuál es la situación de los migrantes o de los niños con 
discapacidad y su acceso a la educación a través de pedidos de acceso a la información que ha hecho 
la sociedad civil. Para referirse a ello puedo cederle la palabra a Tania Da Rosa, que trabaja en este 
tema. 


SEÑORA DA ROSA.- Efectivamente, la aprobación de la Ley de Derecho de Acceso a la Información 
Pública abrió a las organizaciones de la sociedad civil un nuevo escenario que les permitió ejercer con 
mayor capacidad su trabajo de monitoreo de las políticas públicas e intervenir en algunos casos para 
exigir la protección de determinados derechos humanos. Por ejemplo, hemos utilizado esta ley para 
obtener algún diagnóstico sobre los servicios de atención en materia de violencia doméstica y la 
respuesta que da el Poder Judicial, o sobre el acceso a la educación de los niños con discapacidad. 
Los ciudadanos también se han acercado a nuestra organización a pedir asesoramiento acerca de 
cómo pedir información al Estado sobre la manera de lograr que se den determinados medicamentos 
para el tratamiento del VIH. 


Es decir que esta Ley es una herramienta para las organizaciones de la sociedad civil, pero 
también permite a los ciudadanos ejercer sus derechos. Para poder ejercer un derecho, lo primero que 
tiene que hacer toda persona es conocerlo; entonces, el hecho de que el Estado comparta la 
información, permite a los ciudadanos -y no solo a las organizaciones- ejercer mejor sus derechos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad no había preguntado lo que me respondieron, pero tal vez no me 
hayan entendido la pregunta. 


SEÑORA MAS.- Haciendo un resumen de lo que venían diciendo mis compañeros, quiero mencionar 
un elemento de fondo, que es el aporte que representa el acceso a la información pública para la 
calidad de nuestra democracia, precisamente por la legitimidad que da la información pública. Puede 
haber juego político -es parte de la democracia- puede haber trabajo de los periodistas, pero en este 
momento todo se legitima a través de las organizaciones de la sociedad civil, en tanto esta es una 
información proveniente de los organismos que la poseen. Quiere decir que ya no nos basamos en 
suposiciones o en fuentes. 


Llevando este tema un poco más allá, podemos decir que no solo importa la información que 
se produce, sino también poder acceder a los datos brutos, de manera que estén en formatos que nos 
permitan interpretarlos y darlos a conocer a las personas, a las organizaciones, a los periodistas o a los 
partidos políticos, y que se puedan hacer los análisis pertinentes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más preguntas, le agradecemos a la delegación por su presencia, 
y en el momento de discutir el artículo 37 leeremos esta versión taquigráfica. 


(Se retira de Sala la delegación del Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública.) 


(Ingresan a Sala representantes de ONG dedicadas al combate de adicciones.) 


-Estamos recibiendo al señor Cervini y al doctor Pittaluga, que concurren como representantes 
de ONG que se dedican al combate del alcoholismo, la drogadicción, el tabaquismo y otras adicciones. 


SEÑOR PITTALUGA.- En realidad, lo que venimos a pedirles hoy es que nos ayuden en el siguiente 
tema. 


El artículo 78 del Texto Ordenado de la DGl prevé que las empresas que aportan IRAE o 
Impuesto al Patrimonio, cuando hacen una donación a determinado tipo de organizaciones -como la 
Fundación Peluffo Giguens, la Fundación Teletón Uruguay, instituciones de educación, etcétera- la 
pueden imputar al pago de esos impuestos al final del ejercicio. En este caso, el 75% del total de las 
sumas entregadas como donación se imputará como pago a cuenta de estos tributos, y el otro 25% 
podrá ser imputado como gasto de la empresa. El problema que vemos acá es que el artículo 79, que 
dice qué organizaciones están contempladas dentro de este beneficio -es decir, a qué organizaciones 
se puede donar y luego descontar- no incluye a las que se dedican al combate y a la prevención de 
enfermedades como el tabaquismo, el alcoholismo y la drogadicción. 


Nuestras organizaciones no son muy redituables por el público que atienden, y por esa razón 
dependen en una medida mayor de las donaciones que las que sí están incluidas en el artículo 79. No 
decimos que esté mal donar a la Fundación Peluffo Giguens, que ayuda a los niños que tienen cáncer; 
nadie podría pensarlo, pero es lógico que siempre se prefiera donar a una asociación si eso después le 
sirve a la empresa para imputar ese gasto como pago a cuenta de un impuesto. 


En síntesis, lo que pretendemos es que se modifique el artículo 79 y que se incluya a este 
tipo de ONG que representamos. 


En realidad, esa disposición se fue modificando y constantemente se fueron incorporando 
diferentes grupos, primero a unos y luego a otros. Por ejemplo, hay una ley que en este sentido solo 
refiere a la Fundación Peluffo Giguens y a la Fundación Teletón. O sea, no estamos hablando de una 
medida que no se haya tomado antes. 


Si se aceptara hacer esta modificación y se nos incluyera, se nos daría una mano muy 
grande, esa es la verdad, pues cuando vayamos a una empresa a solicitarle que nos apoye y podamos 
decirle: “Esto que nos están donando no les genera un gasto, porque lo podrán descontar del IRAE y 
además les queda el otro 25%, que pueden incluir como un gasto”, obviamente le estaremos haciendo 
una propuesta que para ellos significará una ventaja muy grande y, al mismo tiempo, a nosotros nos 
ayudará a sobrevivir. 


Hoy por hoy, muchas de estas fundaciones están trabajando constantemente a pérdida y 
corren el riesgo de desaparecer. Sin duda, los señores Senadores conocen esta situación y el papel 
que cumplen estas organizaciones. Es obvio que el Estado no siempre puede ayudar a todos los que 
necesitan estos servicios; pues bien, para eso están estas organizaciones. 


De no aprobarse esta solicitud, habrá organizaciones que, más tarde o más temprano, 
terminarán desapareciendo, que es justamente lo que queremos evitar, por el papel que cumplen que, 
en definitiva, tiene que ver con la construcción de un Uruguay mejor y con que no queden 
desamparados quienes padecen el flagelo del tabaquismo, la drogadicción -el más peligroso de todos- 
y el alcoholismo. 


Básicamente, estamos pidiendo a los señores Senadores que nos ayuden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En síntesis, estas fundaciones solicitan ser incluidas en el proyecto de ley 
de Rendición de Cuentas. 


Por cierto, hemos recibido varios pedidos de este tipo, que oportunamente discutiremos. 
Simplemente, quisiera dejar constancia de que, en realidad, ese mecanismo implica una forma de 
subsidio del Estado, pues cuando este no cobra un impuesto, la cena siempre la paga alguien, por 
decirlo de esta manera. El Estado colabora; desgraciadamente, las empresas no están dispuestas a 
hacerlo por la colaboración en sí misma, y ello nos ha traído problemas. 


Quería que esto constara en la versión taquigráfica, porque entiendo que todos los 
uruguayos tendríamos que reflexionar un poquito. En realidad, de alguna manera nosotros quedamos 
acorralados y nos vemos obligados a elegir, que es lo peor que puede pasar, porque en definitiva todas 
las organizaciones -por lo menos las que se han presentado en este ámbito- tienen su razón de ser. 
Hemos estudiado su historia y sabemos la cantidad de gente que atienden. Por eso es tremendo que 
nos veamos obligados a elegir porque, si me permiten la expresión, es algo así como optar entre el 
hambre y las ganas de comer. 


SEÑOR CERVINI.- Las comunidades terapéuticas estamos agremiadas en Fucot, la Federación 
Uruguaya de Comunidades Terapéuticas. Más que hablar en términos legales, como lo hizo el doctor 
Pittaluga, de la Fundación Manantiales, quisiera hacerlo desde el punto de vista de los directores que 
sostenemos este tipo de instituciones, y en un sentido más global y estratégico. 


Quiero aclarar que en estas instituciones tratamos todas las adicciones, no solo la 
drogadicción. Si entramos a rascar un poco, nos podemos encontrar con que algunas no cumplen con 
sus obligaciones, o se sostienen con dinero del exterior o con el trabajo que hacemos algunos. Esta es 
una parte de la realidad. 


Otro aspecto de la realidad es que muchas veces quienes acceden a estas instituciones forma 
parte de un nicho de población que tiene capacidad de pagar, cuando en los hechos nuestra intención - 
lo quiero reafirmar- es que nuestra acción alcance a los pobres. Los pobres no llegan a nosotros; por 
eso nuestro trabajo se torna más difícil. Aun así, el solo hecho de que lleguemos a determinado nicho 
de la sociedad no hace posible que estas instituciones sean solventes por sí mismas. 


Por eso, el mensaje que queremos dejar a los señores Senadores es: ayúdennos a ayudar. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Queda claro el mensaje. 
Agradecemos su presencia. 


(Se retiran de Sala los representantes de ONG dedicadas al combate de adicciones.) 


(Ingresan a Sala representantes de la Coordinadora de Sindicatos del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda 
tiene el gusto de recibir a representantes de la Coordinadora de Sindicatos del MTOP. 


SEÑOR SIMA.- Soy representante de AFDNA y funcionario del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Como miembros de un grupo de sindicatos, venimos a plantear a la Comisión el problema de 
103 compañeros -que corresponden al artículo 53- porque consideramos que deberían estar 
contemplados dentro de la Rendición de Cuentas. 


La historia de estos compañeros comenzó aproximadamente en 2008, cuando entraron como 
becarios de UTU al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Cumplieron el período de un año como 
becarios dentro de dicha Cartera, el que luego fue extendido por un año más, como lo marca la ley, y 
para sorpresa de muchos la Administración resolvió que de ahí en adelante los ingresos se ¡iban a 


realizar a través de la ventanilla única. Repito, la beca se extendió un año más, pero después dieron 
concurso e ingresaron por el artículo 53. Sin embargo, hoy no están contemplados en la Rendición de 
Cuentas, como lo prometieron la Administración y el Ministerio. 


Hemos concurrido a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados para plantear esta 
problemática. Hubo intención por parte del señor Ministro Pintado -y así fue expresada en la Comisión 
de Diputados- de ingresar un artículo para contemplar esta situación; sin embargo, para sorpresa de 
todos, hoy eso no figura y por eso estamos acá intentando que los compañeros sean considerados en 
la Rendición de Cuentas. 


SEÑORA PUÑALES..- En la misma orientación que el compañero Sima, quiero decir que se trata de un 
grupo de 103 jóvenes que se encuentran en esta situación. La beca se prorrogó por un año, es decir 
2009, y luego por acuerdo político, y dado que subsistían las necesidades de servicio, el Ministerio 
renovó la beca por diez meses más hasta esperar el llamado de “Uruguay Concursa”, con el que se 
inauguraban la ventanilla única y la plataforma. Por lo tanto, esperaron los diez meses para entrar por 
“Uruguay Concursa”; fueron los primeros llamados que hizo la plataforma y con esos funcionarios se 
celebró un contrato temporal de Derecho Público, amparado en artículo 53 de la Ley N* 18.719. En 
realidad, los compañeros no tendrían que haber ingresado por el artículo 53, sino por el 55 dado que 
ya tenían un vínculo anterior que se prorrogó mediante un acuerdo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Una de las cosas por las cuales solicitamos la regularización de estos 103 
compañeros es porque el Ministro Pintado planteó, en esa extensión de beca firmada por el Presidente 
Mujica, la necesidad de personal que tenía en ese momento el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. 


En el año 2010 se aprobó la Ley de Presupuesto, que puso fin a los contratos a término, y 
estos compañeros no pudieron concursar. Estaba pendiente un concurso, pero estos funcionarios no 
pudieron ingresar por el 55; hay que recordar que quienes entraron por lo dispuesto en ese artículo 55 
ahora estarían siendo regularizados por el Estatuto del Funcionario Público. 


Lo cierto es que estos 103 funcionarios, al igual que los comprendidos por el artículo 55, 
cumplen funciones esenciales en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas; por lo tanto, los 
sindicatos aquí presentes -que representamos a todos los gremios del Ministerio- pedimos que ser 
regularice su situación, por una cuestión de justicia, dado que realmente han estado trabajando a la par 
de los otros funcionarios. 


SEÑOR UMANSY.- Tengo dos preguntas para formular. 


Aquí se ha dicho que en oportunidad de comparecer el Ministro en la Cámara de 
Representantes, manifestó estar de acuerdo con la regularización. ¿Tuvieron ustedes oportunidad de 
preguntar, después, por qué no se acompañó la propuesta? 


Por otro lado, según veo, ustedes están al tanto de las modificaciones del Estatuto del 
Funcionario Público y de los cambios introducidos en el tema de los contratos a prueba y funciones 
sustanciales. Ahora bien; ¿han averiguado cuál sería la situación de esos funcionarios, de acuerdo con 
el nuevo Estatuto del Funcionario Público? 


SEÑOR HERRERA.- Con respecto a la primera interrogante, podemos decir que las autoridades del 
Ministerio nos hicieron llegar un articulado en el que los compañeros sí estaban contemplados; me 
refiero, concretamente, a quienes ingresaron por el artículo 53, para quienes se pedía el pase a 
provisoriato. En realidad, esas fueron palabras de las autoridades del Ministerio a Presidencia. Eso lo 
supimos un sábado de mañana; al día siguiente, sin embargo, se avisa que no se iba a incorporar a los 
funcionarios del artículo 53. No sabemos qué fue lo que pasó en el camino. Sabemos que de parte de 
la Administración existió la intención de integrar a estos compañeros en el funcionariado, pero 
desconocemos por qué luego fueron dejados de lado y de quién fue la decisión. 


Como respuesta a la segunda pregunta formulada, debemos decir que estos trabajadores no 
están contemplados en el Estatuto del Funcionario; solo lo están los del artículo 55. Es más; en todo 
esto hay una irregularidad. En la regularización que se plantea en el Estatuto del Funcionario se 
maneja un período de 6 meses de provisoriato, pero si se hace a través de la Rendición de Cuentas, 
sería un total de 15 meses. Con esto, la situación de los compañeros se complicaría todavía más 
porque no solo no les estaríamos dando estabilidad laboral, sino que los pondríamos a prueba durante 
15 meses más cuando ellos ya tienen 5 años de trabajo, en tareas que son fundamentales, porque - 
hay que destacarlo- no son simplemente administrativos, sino jefes de área e, inclusive, encargados de 
oficinas en el interior. En definitiva, estamos hablando de funcionarios que son fundamentales para el 
Ministerio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por mi parte, pregunto si no se sienten contemplados en el artículo 9% del 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas, que expresa lo siguiente: “Facúltase al Poder Ejecutivo, con 
informe previo y favorable de la Oficina Nacional del Servicio Civil, a prorrogar los contratos temporales 
de derecho público realizados al amparo del artículo 53 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 
2010, con la modificación introducida por el artículo 12 de la Ley N* 18.834, de 4 de noviembre de 
2011, que se encuentren vigentes a la fecha de promulgación de la presente ley y que se hayan 
realizado por un plazo menor a tres años. En ningún caso el plazo y sus prórrogas podrán superar los 
seis años, a contar desde el otorgamiento del contrato original.” 


SEÑOR SIMA.- En realidad, de acuerdo con nuestra interpretación, el artículo que acaba de leer la 
señora Presidenta extiende el contrato por tres años más, en la misma calidad del artículo por el que 
ingresaron, en este caso, el 53. Lo que establece el artículo 9% es que todos los contratos -recordemos 
que de acuerdo con este articulado, en la Administración existen contratos que van desde 1 a 3 años- 
pueden ser prorrogados por hasta tres años y no más allá de seis. 


Expresamente, venimos a plantear la situación de 103 compañeros, pertenecientes al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que hace seis o siete años están en la Administración 
Pública prestando diferentes tipos de servicios. Nosotros entendemos que deberían estar 
contemplados en el articulado del proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


Si hacemos un poco de cronología -tal vez respondamos también la pregunta del señor 
Senador- vemos que cuando se empieza a armar el proyecto de ley de Rendición de Cuentas del 2013, 
se llega a un acuerdo con la administración del señor Ministro Pintado a través del cual, dentro de los 
artículos que estarían incluidos en el Inciso, habría uno que incorporaría a esos 103 compañeros del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Para sorpresa de todos, cuando el día lunes sale publicado 
el proyecto de ley de Rendición de Cuentas en la página web de Presidencia, descubrimos que 
solamente figura el artículo que aparece con el número 9 en el cuerpo general del proyecto de ley. En 
función de ello, comenzamos a trabajar y llegamos a plantear la situación de los 103 compañeros en la 
Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, cuyos integrantes se comprometieron a 
estudiar el tema y a darnos una repuesta. 


Desconocemos lo que sucedió entre el momento en que el señor Ministro se comprometió 
con nosotros y el día lunes en que salió publicado el proyecto de ley de Rendición de Cuentas sin el 
artículo. Queremos que quede claro que puntualmente estamos aquí por la situación de los 103 
compañeros y no por todos los comprendidos por el artículo 53. 


SEÑOR HERRERA.- Quiero aclarar que esos 103 compañeros están trabajando en tareas 
fundamentales. Inclusive, en el caso concreto de la Dirección de Hidrografía, los tuvimos que incluir 
dentro del cronograma y la homologación de funciones, porque tienen personal a cargo. 


El hecho concreto es que en el Ministerio va a ingresar personal. Quiere decir que aquellos 
funcionarios no tienen derecho a nada y seguirán cobrando un sueldo mínimo y elemental, mientras 
que la gente que ingrese va a estar bajo su égida, pero cobrará mucho más. Los funcionarios, que 
están al frente de las oficinas y en las jefaturas de área, van a cobrar menos que uno que recién 
ingresa y al que hay que enseñarle a trabajar. Po lo tanto, es de justicia y de lógica que solicitemos la 
regularización de esos compañeros. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aún no hemos recibido al Ministerio de Transporte y Obras Públicas; recién 
lo haremos el martes que viene. Nos comprometemos a realizar las preguntas pertinentes y a tener en 
cuenta lo conversado cuando se discuta el Inciso 10. 


Muchas gracias. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Coordinadora de Sindicatos del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas.) 


(Ingresan a Sala los representantes de las Sociedades de Fomento Rural de Ortiz y de Cerro 
Largo.) 


-La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto integrada con la de Hacienda 
tiene el gusto de recibir a los representantes de las Sociedades de Fomento Rural de Ortiz y de Cerro 
Largo, a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR LARGHERO.- Buenas tardes. 


Ante todo, queremos decir que tanto el Presidente como el Secretario de la Sociedad de 
Fomento Rural de Cerro Largo no pudieron asistir en el día de hoy porque deben prestar declaración 
en un juicio penal y, con respecto a los representantes de la Sociedad de Fomento Rural de Ortiz, 
están por llegar. 


Nuestro planteamiento se basa fundamentalmente en el hecho de que en el año 2002 se 
dictó una ley por la que se autorizó al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a transferir la 
propiedad de los silos y los graneros oficiales -comprendidos dentro del Plan Nacional de Silos- a sus 
legítimos tenedores, es decir, las cooperativas y sociedades de fomento rural. En ese momento, la 
Sociedad de Fomento Rural de Ortiz no estaba en condiciones de adquirir el granero oficial y la 
Sociedad de Fomento Rural de Cerro Largo no era legítima tenedora de las dos plantas de silos. 


El fundamento de por qué estamos solicitando reflotar esta ley es que nos permitiría adquirir 
en propiedad el granero oficial y continuar con el desarrollo que hoy tiene la sociedad de fomento. 
Quiero aclarar que el granero oficial tiene más de 50 años y ello implica que se le han realizado 
mejoras y acondicionamientos, pero como la sociedad de fomento no es la propietaria, estamos 
limitados para avanzar. Entonces, estamos pidiendo reflotar la ley para poder comprar estas 
instalaciones. 


A continuación, los compañeros de la Sociedad de Fomento Rural de Cerro Largo van a 
explicar en qué consiste la oportunidad que estamos solicitando. 


SEÑOR FERRARI.- En primer lugar, quiero decir que asisto en calidad de asesor de la Sociedad de 
Fomento Rural de Cerro Largo. 


Quiero recordar que la Ley N* 17.556, que fue la que estableció esta transferencia de las 
plantas de silos hacia las cooperativas, fue votada por todos los partidos políticos, hecho no menor e 
importante para las cooperativas. En ella se priorizaba como adjudicatarios a sus legítimos tenedores y, 
a su vez, si eran cooperativas, tenían un beneficio adicional. La Sociedad de Fomento Rural de Cerro 
Largo compró la planta de silos de Melo  -una de las tres que ocupaba- pero por las otras dos no pudo 
hacer uso de la opción porque no era legítimo tenedor. Cabe aclarar que hoy, cuando está venciendo 
el plazo de 10 años que se fijó para terminar de pagar esas plantas de silos, como no se sabe qué va a 
pasar después de que venza el plazo de la ley con las que no fueron compradas -es decir, si se van a 
licitar o no- con la hermana Sociedad Fomento Rural de Ortiz nos encontramos con la necesidad de 
lograr que esta ley retome vigencia por un plazo breve para que estas dos sociedades de fomento 
podamos cumplir con lo que estaba fijado en la ley o con lo que era su espíritu. De esta manera, 
podríamos hacernos de las plantas que hoy estamos ocupando, manteniendo y cuidando y que, sin 
ninguna duda, están en perfectas condiciones. En este sentido, consideramos que sería justo que 
estas plantas terminaran en manos de quienes las cuidaron durante estos años. 


SEÑOR SANTA CRUZ.- En primer lugar, quiero decir que soy el Gerente del Área Agrícola de la 
Sociedad de Fomento Rural de Cerro Largo. 


Nosotros manejamos tres plantas -tal como señaló mi compañero- que pertenecían al Plan 
Nacional de Silos. Compramos la planta de Melo en un plazo de 5 años y la terminamos de pagar en 
tiempo y forma. Por su parte, la planta de Tacuarembó y la de Vichadero, al desaparecer las dos 
cooperativas que las ocupaban -Copainor y Coamicol, respectivamente- el Plan Nacional de Silos pidió 
a la Sociedad de Fomento Rural de Cerro Largo que se hiciera cargo de ellas porque no tenía forma de 
hacerlo por sus medios. Entonces, nos hicimos cargo. Teníamos un plan agrícola de producción de 
arroz; la cooperativa no tiene fondos para financiar -con las crisis que hubo, obviamente, los 
productores fueron financiados por los molinos- por lo que tanto la planta de Tacuarembó como la de 
Vichadero no tuvieron mucha oportunidad. Entonces, a pedido del Ministerio, y con pérdidas 
importantes para la cooperativa, hemos venido sosteniendo las plantas. Ahora se abre un panorama 
distinto en el Noreste. Después de trabajar mucho logramos conseguir un socio que nos permite 
brindar una nueva forma de comercialización, que aporta la logística, y la cooperativa, al igual que hace 
20 años, viene produciendo arroz para exportar directamente y ser referente en precio, un sistema 
distinto al precio convenio; si bien es un referente para el precio convenio, siempre están preguntando 
a cuánto se vendieron las cuatro, cinco o seis mil toneladas de la sociedad de fomento. Ahora tratamos 
de hacer algo similar con la soja. 


Lo más importante es que, al igual que sucedió cuando compramos la planta de Melo, este 
sistema nos permite capitalizar el 80% de una inversión de US$ 380.000 que va poner el socio. La 
sociedad de fomento va a invertir ese dinero en la realización de mejoras y proyectos para la misma 
sociedad. Quiero recordar que la diferencia entre la sociedad de fomento y la cooperativa es que la 
primera nunca puede repartir utilidades, por lo que la plata que ingresa queda allí. El proyecto en el que 
estamos embarcados hace tres años es el de la producción de semilla fina en la zona del Noreste. A 
raíz del cambio que sufrió el litoral con la explosión de la soja, se dejó de producir semilla fina, pero 
nosotros estamos financiando a nuestros productores, con un esfuerzo muy importante. 


El destino fundamental de este ingreso es la construcción de una nueva planta de semillas, 
tema de vital importancia para nuestros más de 1.400 socios porque la que tenemos tiene más de 
treinta años. Cabe aclarar, además, que para la sociedad de fomento es imposible conseguir esos 
fondos de otra forma. 


Actualmente, hay una gran competencia con la instalación de nuevas plantas, pero nuestros 
silos siguen igual que cuando se hicieron, a través de un convenio con Taiwán. Nuestra idea es 


aumentar la capacidad de giro y asegurar granos y, para ello, la única salida que vemos como viable es 
esta compra. 


SEÑOR UMANSKY.- Quisiera saber si tomaron contacto con las autoridades del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y cuál es la opinión de la Cartera. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Tengo entendido que la idea es abrir la ley para que eventualmente se puedan 
beneficiar otros, en las mismas condiciones de pago que había en el pasado. Entonces, me gustaría 
que nos dijeran si, aparte de los casos de las Sociedades de Fomento Rural de Ortiz y Melo, hay otras 
que tampoco pudieron adquirir los viejos silos del viejo Plan Agropecuario. 


SEÑOR SANTA CRUZ.- Respecto a la primera pregunta formulada, quiero decir que, obviamente, 
hace muchos años que estamos trabajando con el Plan Nacional de Silos y está enterado de esto. 
Quiero que quede claro que la idea de presentarnos acá fue porque hay una complicación legal sobre 
la forma en que el Plan Nacional de Silos nos transfiere las plantas. Nosotros creemos que este 
reclamo es de estricta justicia porque en reiteradas ocasiones el Plan Nacional de Silos nos pidió que 
nos quedásemos con las plantas y la Sociedad hizo un esfuerzo sobrehumano para poder hacerlo. Hoy 
tenemos esta oportunidad y el Ministro está en conocimiento de este planteo que hemos conversado 
con el Plan Nacional de Silos. 


SEÑOR LARGHERO.- En cuanto a la Sociedad de Fomento Rural de Ortiz, justamente en el día de 
ayer le comunicaba al Director General de Servicios Agrícolas, el ingeniero agrónomo Inocencio 
Bertoni, que íbamos a comparecer ante esta Comisión. Es más, les comunicamos todos los 
procedimientos que seguimos, incluida la carta en la cual solicitábamos esta audiencia, y están 
esperando la consulta de esta Comisión al Ministerio para elevar su opinión. Por tanto, el Ministerio 
está plenamente informado y al tanto de esta iniciativa. 


En nuestro caso, tenemos un granero oficial al que se le han hecho algunas mejoras que 
precisamos sean reconocidas. Además, necesitamos contar con la propiedad para poder seguir 
trabajando. De no ser así, se presentan complicaciones muy importantes desde el punto de vista 
operativo porque, por ejemplo, se necesita la autorización del Ministerio ante el Banco de Previsión 
Social para poder hacer una obra. Aparte de eso, la Sociedad necesita determinadas seguridades 
obvias para poder embarcarse en un proyecto a largo plazo. 


SEÑOR FERRARI.- Con respecto a la segunda pregunta, quiero señalar que esto lo sacamos como 
una idea improvisada con una sociedad de fomento amiga; no hicimos consultas, pero estamos 
respaldados por la Comisión Nacional de Fomento Rural, que es la institución que nuclea a las 
sociedades de fomento. Como no sabíamos qué éxito podíamos tener en la gestión, hicimos un 
sondeo para ver qué interesados había. Evidentemente, hoy las condiciones son distintas que hace 
diez años, cuando surgió el marco legal, y no me llamaría para nada la atención que hubiera nuevas 
cooperativas interesadas en adquirir las plantas que ocupan. 


SEÑOR SANTA CRUZ.- En nuestra área de influencia, que es todo el Este y parte del Noreste, no hay 
ninguna sociedad de fomento rural. Coamicol, que era la de Vichadero, desapareció; Copainor, que era 
la de Tacuarembó, desapareció; la de Rincón, cuyo nombre no recuerdo, que administraba la planta de 
esa localidad, no está; Calit, que era la de Treinta y Tres, no está. Queda la Sociedad de Fomento 
Rural de Ortiz. Nombré todas las plantas del Este, que es la zona que nosotros realmente conocemos. 
El litoral siempre tuvo una situación distinta a la nuestra. O sea que en las zonas Este y Noreste está el 
ciento por ciento de los que administramos algo en el Plan Nacional de Silos; si bien parecemos poco, 
es porque somos pocos. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero decir que algunos integrantes de la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca me habían planteado este tema, sabiendo que ustedes venían en el día de hoy. He 
consultado con el Ministerio y está de acuerdo con que se introduzca un artículo, porque es lo que hay 
que hacer, aunque dicha Cartera todavía no ha comparecido a la Comisión. En ese momento quizás 


podríamos estudiar la generalización de la solución, porque si vamos a resolverle el problema a una 
zona, de repente sería bueno hacer una norma que también le pueda servir a alguna otra. 


Recibimos el planteo y le buscaremos la vuelta jurídica, que en realidad es lo que les permite 
a ustedes quedarse con las plantas para poder desarrollar los proyectos. 


Muchas gracias por el planteo y estamos a la expectativa de trabajar con el Ministerio para 
ver cómo podemos introducir esto en la Rendición de Cuentas. 


(Se retira de Sala la delegación de las Sociedades de Fomento Rural de Ortiz y de Cerro 
Largo.) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del 
Estado.) 


-Estamos recibiendo a los integrantes de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios 
del Estado (COFE), señores Joselo López, Luis Bazzano, Danubio Trujillo y Leonel Revelese. 


SEÑOR LÓPEZ.- Antes que nada, quiero agradecer la posibilidad de contar con este espacio para 
plantear nuestras expectativas en el marco de la Rendición de Cuentas. 


Queremos expresar nuestra profunda preocupación sobre la manera en que se han 
manejado todos los aspectos vinculados a la Rendición de Cuentas. No hemos tenido espacio de 
negociación y discusión con el Poder Ejecutivo. Lamentablemente, al fijar los plazos para la 
presentación del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, no se tuvo en cuenta la participación de los 
trabajadores. En ese sentido, a pesar de los ámbitos previstos en la Ley de Negociación Colectiva para 
el sector público -donde se plantea expresamente como materia de negociación los aspectos 
vinculados al Presupuesto- no se contó con el tiempo suficiente de discusión. Nosotros queremos 
reafirmar nuestra disconformidad con la forma en que el Poder Ejecutivo ha procesado esta discusión 
en el marco de la presentación de la Rendición de Cuentas. 


En oportunidad de asistir a la Comisión de la Cámara de Diputados, hicimos los planteos que 
consideramos prioritarios respecto a la Rendición de Cuentas. Debido al escaso tiempo que tenemos 
para plantear estas cosas, voy a intentar presentar los titulares y hacer algún desarrollo puntual de 
algunos de los aspectos que para nosotros son más sentidos y que deben ser tenidos en cuenta por el 
Parlamento -en este caso, por el Senado- a la hora de definir el resultado final de la Rendición de 
Cuentas. 


En primer lugar, estamos muy preocupados porque no hemos tenido espacios de 
negociación. Ya sabemos que han venido varios sindicatos de base de nuestra confederación a 
plantear el tema de la regularización de los contratos, que para nosotros es una cuestión 
absolutamente prioritaria. ¿Por qué queremos que este sea el principal punto a desarrollar? Porque 
hemos tenido la posibilidad de avanzar en algunos aspectos vinculados al Estatuto del Funcionario 
Público. Existe un sector de trabajadores que tienen contratos precarios y a término, que ingresaron a 
trabajar por el artículo 55. A ese respecto, en el proceso de discusión del estatuto del funcionario 
público encontramos una modalidad para regularizarlos, con un plazo que, si bien no es el que 
propusimos, es mejor que el manejado para los provisoriatos. Con respecto a quienes ingresaron por 
medio del artículo 53 -que quedaron fuera del estatuto- entendemos que el Parlamento tendría que 
buscar una solución igual o parecida a la prevista para los funcionarios del artículo 55. 


Creemos que todavía estamos a tiempo de encontrar esa solución. El Poder Ejecutivo nos ha 
planteado que ella puede pasar por procesar la reestructura; no queremos descartar esa posibilidad, 
pero en este momento para nosotros no es el plan A. Pensamos que el Parlamento tiene la posibilidad 
concreta de buscar un mecanismo que permita regularizar esos contratos en el marco de un 


provisoriato que no tenga los 15 meses previstos en el artículo de la Ley de Presupuesto; entendemos 
que ese plazo puede reducirse debido a que muchos de esos trabajadores ingresaron por concurso por 
el mecanismo de ventanilla única y, además, ya tienen muchos años de evaluación dentro de la 
Administración. 


Por lo tanto, creemos que en materia de regularización de los contratos del artículo 53 
todavía estamos a tiempo -principalmente si existe voluntad política en este Cuerpo- de encontrar una 
solución que permita obtener la presupuestación, pasando por el provisoriato, pero con un plazo más 
acotado que el previsto en la propia Ley de Presupuesto. Seguramente mis compañeros van a 
desarrollar un poco más este aspecto. Sin duda, este es nuestro principal punto de preocupación. 


También queremos plantear algunos temas que teníamos en carpeta y que sabemos ya se 
han tratado aquí. Me refiero a los artículos relacionados con los diques del Estado. Consideramos que 
es un camino de solución que nos parece importante. Queremos saludar esto porque era también una 
de las cuestiones que nos preocupaba mucho. Entendemos que, en la medida en que se concrete ese 
camino que se estuvo viendo hoy -y sobre todo si hay un proceso de negociación con participación de 
los trabajadores en el marco del PIT-CNT- va a dar buenos frutos porque todos estamos de acuerdo 
con la posibilidad de desarrollar la industria naval del Estado en nuestro país dado que esta actividad 
es un polo importante de desarrollo. 


También queremos plantear otro tema trascendente, no menos significativo que los 
mencionados anteriormente. Lamentablemente, cada vez sentimos más timidez para hablar de él. Digo 
esto por la forma en que hemos recibido respuesta por parte del Poder Ejecutivo cada vez que 
hablamos del salario de los trabajadores del Estado. 


En este sentido, queremos dejar claramente establecido que los trabajadores estatales hemos 
tenido una situación de estancamiento salarial y, en algunos sectores de la Administración Central, 
hasta de pérdida de los salarios. 


Como los señores Senadores saben, en el anterior período de gobierno llegamos a un 
acuerdo con la administración del Frente Amplio para recuperar el salario perdido durante la 
Presidencia de Jorge Batlle. Hubo algunas dificultades, pero al final de ese período logramos 
recuperarlo. Quiere decir que al final del período de gobierno de Tabaré Vázquez quedamos con el 
mismo poder adquisitivo que teníamos antes de la crisis del año 2002. 


A partir de ese momento, esta Administración se ha comprometido a mantener el salario real. 
Por tanto, el poder adquisitivo de la gran mayoría de los trabajadores públicos -y no decimos de todos, 
porque en el primer año de este gobierno hubo un ajuste importante en los salarios mínimos de la 
Administración Central- es el mismo que tenían antes de la crisis de 2002. 


Creemos que en un país que durante ocho años ha tenido una economía en constante 
crecimiento, haciendo una mejor redistribución de la riqueza, tendría que lograrse un crecimiento 
salarial, sobre todo los de aquellos trabajadores de la Administración Central que están más 
sumergidos. Por esta razón, planteamos algunas alternativas. En la carpeta que vamos a entregarles 
presentamos algunas propuestas concretas. Sabemos que el proyecto de ley del Poder Ejecutivo vino 
sin incremento en el gasto para atender un aumento de salarios. Sin embargo, hay algunas alternativas 
que nos parece podrían tomarse en cuenta por parte del Poder Legislativo, teniendo en consideración 
la posibilidad de redistribuir las partidas que fueron asignadas para la reestructura, pero que no se 
procesaron. Por lo tanto, ese gasto ya está presupuestado, pero no ha tenido un destino. Es por eso 
que pensamos que podría utilizarse ese dinero para incentivar los salarios más sumergidos en gran 
parte de las unidades ejecutoras de la Administración Central. 


Planteo esto como presentación, a cuenta de lo que puedan sumar mis compañeros. 
Básicamente, vinimos a plantear tres asuntos: la preocupación que tenemos por la regularización de 
los contratos precarios que tenemos en la Administración; la preocupación que sentimos acerca de 
algunos avances en materia de pérdida de derechos, sobre todo por un aumento de tercerizaciones y 
privatizaciones, y fundamentalmente el tema salarial, que para nosotros sigue siendo un aspecto que 


debería atenderse, sobre todo en un país que ha tenido un crecimiento económico constante y que 
debería tener una mejor distribución de su riqueza e ingresos. 


SEÑOR REVELESE.- Sin duda, los que mencionaba nuestro compañero Secretario son, a nuestro 
juicio, los tres grandes ejes que preocupan fundamentalmente a nuestra Confederación, pero también 
queríamos ver si existía la posibilidad -dado que no tuvimos mucho éxito en la Cámara de Diputados- 
de considerar el caso de muchísimos compañeros del Mides que tienen enormes dificultades para 
regularizar su situación. En efecto, allí hay una suerte de flexibilidad laboral que los está afectando de 
una manera muy importante. Justamente, en un Ministerio tan clave, que habla de construcción de 
ciudadanía social y política de los uruguayos, nos resulta muy contradictorio que no sea regularizada 
su situación. 


A su vez, hay algunas decenas de compañeros excedentarios, producto de la mal llamada 
reforma del Estado aplicada en el segundo Gobierno de Sanguinetti; es una situación que surge del 
artículo 723 de la Ley N* 16.736. También en este caso presentamos un proyecto de articulado a 
efectos de buscar una solución que sería muy buena para la Administración, que a veces tiene 
carencia de recursos humanos y que les daría a estos compañeros la posibilidad de trabajar recibiendo 
un salario acorde y no el pequeño monto que están cobrando actualmente. 


SEÑOR BAZZANO.- En el caso de los excedentarios, lo único que queremos es que se instrumente la 
solución prevista por el Legislador en una ley anterior. Concretamente, nos estamos refiriendo a las 
personas que fueron declaradas excedentarias en aquel momento y que están en la situación prevista 
por el artículo mencionado por el compañero Revelese, aprobado en el marco de la reforma del Estado 
que creó el Cepre. En aquel momento estaba planteado que existiera la posibilidad de que los menores 
de 60 años que estuvieran en esa condición solicitaran su reincorporación. El tema es que un artículo 
dice que esto no puede tener costo presupuestal ni de caja, y de ese argumento se han valido las 
autoridades de algunos de los Ministerios para impedir que efectivamente se incorporen estos 
trabajadores. Insisto en que estamos hablando de unas pocas decenas de compañeros, pero lo cierto 
es que estas personas están cobrando un sueldo en su casa y quieren trabajar. Es decir que se les 
está impidiendo la posibilidad de reincorporarse para cumplir funciones reales en un organismo. 


Entonces, lo que estamos pidiendo es que se modifique esa disposición que establece que la 
inserción de estos trabajadores en los distintos Ministerios no puede tener costo de caja. 


El segundo tema que queríamos plantear tiene relación con los funcionarios contratados por el 
artículo 53 de la Ley de Presupuesto. Se trata de contratos temporales y estamos hablando de 
personas que entraron a través de un concurso organizado por el sistema único que instrumentó la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. Nosotros aceptamos el contrato temporal en su momento porque 
pensamos que era el mecanismo que permitía cubrir las necesidades en materia de recursos humanos 
de los distintos organismos cuando no había suficientes funcionarios presupuestados. Y hemos 
discutido durante todo este tiempo con el Poder Ejecutivo, y particularmente con la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, la posibilidad de que esas personas, llegado el momento, fueran incorporadas a cargos 
presupuestados. 


En la disposición transitoria A) del Estatuto del Funcionario Público se contempló la posibilidad 
de regularizar varias figuras. Esto fue recogido, a su vez, por el artículo 7* de este proyecto de ley que 
está en discusión, y se les da una solución a aquellas personas que fueron contratadas al amparo de lo 
dispuesto en los artículos 52 y 55 de la Ley N* 18.719 y de los artículos 6* y 105 de la Ley N* 18.834, 
que es otra Rendición de Cuentas. Hasta ahí nos parece que es una buena solución, y también es 
positivo que puedan presupuestarse a través de un provisoriato abreviado. El problema es que nos 
quedan entre 800 y 850 trabajadores -estas personas dieron concurso, como corresponde- que, según 
lo que nos están planteando el Poder Ejecutivo, van a ser obligados a reincorporarse, en el marco de la 
reestructura, a través de un provisoriato diferente, de quince meses. No entendemos por qué se hace 
esa diferenciación, que no creemos equitativa. Hemos discutido el tema y, precisamente, hoy de 
mañana hablamos con funcionarios de la Oficina Nacional del Servicio Civil, quienes nos dijeron que 
ellos no pueden resolver por decreto lo que está previsto en la ley; el Estatuto del Funcionario Público 
recientemente aprobado dice que el provisoriato es de quince meses y se requeriría una norma legal 
para modificar ese plazo. 


Por tanto, nosotros planteamos que en esta Rendición de Cuentas se habilite la posibilidad 
de que el período de provisoriato para los contratados por el artículo 73, que van a ser regularizados en 
el marco de una de las reestructuras que se están discutiendo en estos días, pueda ser menor. Lo que 
estamos pidiendo es una excepción; en algunos casos ya hace unos cuantos meses o años que están 
trabajando, y si a eso le agregamos un período de evaluación de cinco o seis meses, estaría todo bien. 
Sabemos que también han venido a esta Comisión los compañeros del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas a plantear un problema similar, ya que ellos tienen alrededor de cien personas 
trabajando desde el 2008 en esas condiciones, quienes ahora van a tener que estar prácticamente otro 
año y medio más expuestos a la precariedad de un provisoriato antes de ser presupuestados. 


Por tanto, lo que estamos solicitando es que se incluya -no sabemos si en el artículo 7% o en 
algún otro- la posibilidad de que el provisoriato previsto en el artículo 73 para quienes vayan a ser 
regularizados por las reestructuras, sea más breve. 


Muchas gracias. 


SEÑOR REVELESE.- Más allá de que pueda ser interpretado como una aspiración de carácter 
corporativo -que no lo es- quiero mencionar la vieja demanda del salario vacacional de los funcionarios 
públicos. Hoy, cuando tanto se habla de igualar derechos -que nosotros entendemos que debe ser de 
abajo hacia arriba- pensamos que los trabajadores del Estado deberían tener acceso al salario 
vacacional. 


Por último, me voy a referir a un tema que sabemos que es de debate, y está bien que así 
sea en una sociedad democrática. Hemos entregado unos anexos a los señores Senadores en los que 
figuran algunas alternativas para financiar la Rendición de Cuentas. El movimiento sindical en general, 
y nosotros en particular, entendemos que debería haber más gasto social en este país; debería 
gastarse más en políticas sociales, en inversión, en salario y en todo lo que tiene que ver con el 
funcionamiento del Estado. Lamentablemente, muchas veces la oposición tiende a decir -en forma 
desacertada a nuestro juicio- que se gasta mucho o de más, pero nosotros decimos que aquí se puede 
aplicar otra política tributaria que grave más al capital y menos al trabajo. En ese sentido, les dejamos 
una serie de propuestas hechas por nuestros compañeros asesores -y que fueron tomadas por el 
conjunto del PIT-CNT- en las que se muestra que recursos hay y que lo que falta es voluntad política. 
Si se hiciera una transformación puntual en la política tributaria, nuestras demandas podrían ser 
perfectamente contempladas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si ningún señor Senador desea hacer uso de la palabra, agradecemos el 
trabajo que trajeron, que se ha repartido, y en el momento de la discusión de los artículos 7% y 9% 
trataremos de encontrar una solución a lo planteado por la delegación que nos visita. 


(Se retira de Sala la delegación de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del 
Estado.) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Sociedad de Amigos de la Educación Popular.) 


-Estamos recibiendo a los representantes de la Sociedad de Amigos de la Educación 
Popular, señor Enrique González de Toro y licenciado Santiago del Pino Pérez Fontana. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Gracias por recibirnos. Venimos en representación de la Sociedad de Amigos de 
la Educación Popular, que en este mes está cumpliendo 145 años de existencia. 


La Escuela y Liceo Elbio Fernández, que tiene estrecha vinculación con la Sociedad de 
Amigos de la Educación Popular, es una entidad rectora dentro de la educación nacional y fue el único 
centro de enseñanza que fundó José Pedro Varela. 


El planteo que queremos hacer llegar a la Subcomisión de Audiencias de la Comisión de 
Presupuesto integrada con Hacienda es el siguiente. Somos una institución sin fines de lucro con una 
fuerte bonificación social en la matrícula. En nuestro caso, en el último período registramos alrededor 
de un 27% de matrícula socialmente asistida -que tiene que ver con becas o descuentos en la 
matrícula de asistentes que no pueden completar el cien por ciento de su pago- que tramita nuestro 
departamento de asistencia social. Por lo tanto, estos alumnos completan un ciclo de formación en el 
Colegio recibiendo un beneficio que nosotros entendemos muy pertinente. En nuestro caso, al no 
poder descontar el IVA, todas las inversiones que hacemos en infraestructura -excepto las de 
informática- se convierten en un gasto directo que afecta esa matrícula. Precisamente, uno de los 
planteos que queremos hacer tiene que ver con la posibilidad de que podamos descontar el IVA de las 
inversiones -ya que somos una institución sin fines de lucro- en contraprestación de las becas, para 
poder afectarlo a pagos al Banco de Previsión Social. Reitero que esta es una de las propuestas que 
está incluida en el material que les hemos hecho llegar. 


Por otro lado, hay un tema que queremos abordar, que tiene directa vinculación con ley de 
reforma tributaria, que estableció que las empresas que contribuyeran con diversas instituciones, como 
la Universidad de la República, la Universidad Católica, la Universidad de Montevideo, la ORT, la 
Universidad de la Empresa, o con otras organizaciones como la Fundación Peluffo Giguens o la 
Fundación Álvarez-Caldeyro Barcia, podrían imputar esos montos al pago de sus impuestos. Sin 
embargo, instituciones como la nuestra quedaron fuera de este sistema a pesar de que contribuimos 
socialmente a la educación a través de las becas. Por lo tanto, lo que estamos solicitando es que se 
nos incluya en este sistema, lo que no significa ningún costo para el Estado; simplemente, se trata de 
extender el beneficio a nuestra institución así como a otras instituciones educativas privadas, que 
también tienen un componente muy fuerte de asistencia social. Pensamos que el hecho de que no se 
nos incluya dentro de esta disposición, de alguna forma nos discrimina y nos excluye de un sistema 
que el Estado quiso hacer extensivo a la educación, a efectos de que el sector privado empresarial 
interactúe con las instituciones educativas. Estas instituciones educativas, por su gestión en lo que 
refiere a asistencia y responsabilidad social, podrían recibir la contribución de empresas, las que en 
base a este sistema podrían descontar de sus impuestos lo correspondiente al aporte realizado. 


Ese es el motivo principal de nuestra visita a esta Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Resumiendo: un planteo tiene que ver con la posibilidad de disponer de un 
mecanismo para poder descontar el IVA relacionado con construcciones e inversiones. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Efectivamente; ese es el más difícil. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos tomando conocimiento de esta propuesta en este momento. Por 
supuesto, estudiaremos el material que nos dejaron. 


El otro planteo está vinculado con la posibilidad de que esta institución sea incluida dentro de 
las que reciben el beneficio dispuesto en la Ley N* 18.834. 


A este respecto, tal como lo he hecho con otras delegaciones, quiero dejar la siguiente 
constancia. Este tipo de beneficio no significa costo cero para el Estado, porque en realidad este se 
priva de cobrar algunos impuestos. En los hechos, entonces, el Estado subsidia y la empresa se lleva 
la medallita. Lo digo como forma de transparentar estas acciones. 


Por otro lado, además de las instituciones educativas, están incluidas las de discapacidad, 
que son muchas. Durante el tratamiento de esta Rendición de Cuentas hemos recibido una serie de 
pedidos -serán analizados todos juntos- que están relacionados con la posibilidad de ser incluidos en la 
ley. Oportunamente resolveremos qué hacer, pues son varias las organizaciones que nos han 
planteado la misma solicitud. 


Desde ya adelantamos que estudiaremos el material que nos han dejado y agradecemos su 
presencia. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Agradecemos a los señores Senadores que nos hayan recibido y el tiempo 
dispensado. 


(Se retira de Sala la delegación de la Sociedad de Amigos de la Educación Popular.) 


(Ingresa a Sala la delegación FUM — TEP.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Subcomisión de Audiencias tiene el gusto de recibir a la Federación 
Uruguaya de Magisterio - Trabajadores de Educación Primaria. 


SEÑORA PEREIRA.- Antes que nada, me presento: soy Secretaria de la Federación Uruguaya de 
Magisterio. Nuestra exposición alude, precisamente, al proyecto de Rendición de Cuentas, radicado en 
la Comisión que presidente la señora Senadora Topolansky. 


Nuestras reivindicaciones, en momentos en que se está analizando la Rendición de Cuentas, 
están relacionadas con el tema salarial. Queremos dejar constancia en esta Comisión de que 
reconocemos los avances que ha habido desde el año 2005 a la fecha en lo que refiere a nuestras 
reivindicaciones salariales, pero tal como lo saben los señores Senadores, no es algo nuevo la 
importancia que ha pasado a tener la educación para la sociedad en su conjunto. El tema de la defensa 
de la educación pública está y estuvo presente en todos los sectores sociales y nosotros estuvimos y 
estamos movilizados durante todo el tratamiento de esta Rendición de Cuentas. ¿Por qué lo hicimos de 
esta manera? ¿Por qué decidimos hacerlo así en esta instancia? Nosotros tenemos firmado un 
convenio salarial con el Codicen, que abarca los años 2010-2015, pero nos adelantaron un 1,22% 
para ser cobrado a partir del año 2013. Por lo tanto, en 2014 nos encontraremos con un 0% de 
aumento por encima del IPC. Por ese motivo, la Federación resolvió dialogar en distintos ámbitos y 
poner en el tapete nuestra situación. En el proyecto de Rendición de Cuentas, el Poder Ejecutivo 
presentó un artículo en el que adelanta un 3% que correspondería cobrar a partir de 2014. 


Respecto al proyecto presentado por el Codicen, además del adelanto del 3%, plantea un 3% 
adicional y algo más que corresponde a docencia de aula en el caso de magisterio y a titulación para el 
caso de los profesores. En el caso de magisterio -y esto hay que recalcarlo específicamente- cobramos 
la diferencia por docencia de aula porque todos somos maestros titulados; no hay ningún aula de 
escuelas públicas en el país que al frente tenga un docente no titulado, que no haya terminado su 
carrera. Este es un tema en el que hacemos especial hincapié, porque en magisterio la docencia de 
aula está atada a lo que llamamos “presencia en el aula”. Es decir que el maestro que en un mes de 
trabajo tiene la mitad más uno de las asistencias, cobra esa docencia de aula; somos los únicos entre 
los distintos subsistemas que tenemos esta situación. Por lo tanto, sería bueno que el Parlamento 
votara ese porcentaje al que alude el Codicen en su Mensaje como “docencia de aula” o “titulación”. 
Pero esto no es lo único, porque el Codicen, además del 3% de adelanto, solicita un adicional de un 
3%. ¿Por qué decimos que es bueno o que sería bueno que se votara un presupuesto mayor al 3% de 
adelanto? Observen, señores Senadores, cómo nos posicionamos frente a 2015. El proyecto de 
Rendición de Cuentas, que hoy tiene media sanción, establece un adelanto para el 2014; en el 2015 
nos vamos a encontrar con una situación similar a la que tenemos ahora. 


Cuando hemos estado en diferentes reuniones -y los señores Senadores lo han podido 
escuchar en distintos medios- con miembros tanto del Poder Ejecutivo como del Codicen, y distintos 
actores sociales, hemos dicho que el maestro de primer grado que recién ingresa a la carrera cobra $ 
14.000 líquidos. Esto es real. ¿Cuál es nuestra preocupación? Que es muy poco dinero teniendo en 
cuenta lo que cualquier jefe o jefa de hogar necesita para poder vivir. Y muchas de las maestras son 
jefas de hogar. No nos preocupa solamente aquel compañero que ingresa a la carrera, porque hay un 
tema escalafonario: a medida que se va logrando determinada antigúedaa, el sistema escalafonario va 
dando cuenta de aumentos. ¿Cuál es nuestra mayor preocupación? ¿Qué queremos decir con esto? 
¿Qué ve la Federación? ¿Qué denunciamos en todos los ámbitos? Que casi no hay estudiantes que 
egresen de sexto año de Secundaria y que opten por la carrera de magisterio; en realidad, no es que 
no haya, sino que cada vez hay menos. Hoy nos encontramos frente a algunas clases sin presencia de 


maestros, porque no los hay. Desde hace ya algunos años la Administración ha estado permitiendo el 
reingreso de compañeros jubilados quienes, a pesar de estar retirados, se reintegran a la actividad. 
¿Por qué? Porque las aulas están vacías de maestros. Y esto no constituye una preocupación de hoy, 
sino que data de hace ya unos cuantos años. Desde hace bastante tiempo venimos observando la 
disminución del número de jóvenes que opta por la carrera magisterial, lo que nos preocupa mucho. 


La titulación es algo de lo que solemos hablar con mucho orgullo. Decimos: “En el Uruguay 
no hay una sola clase de Primaria que no esté a cargo de un maestro titulado.” Pues bien, queremos 
que siga siendo así. De hecho, en lo que es nuestra profesionalización, los maestros tenemos no solo 
nuestra carrera de grado, sino también una labor de perfeccionamiento permanente. 


En más de una oportunidad se ha dicho -o se ha leído por allí- que el maestro trabaja cuatro 
horas y se va para su casa. Ahora bien; la realidad es que el maestro trabaja mucho más de cuatro 
horas. Sí es cierto que trabaja cuatro horas al frente de una clase en un aula, pero para poder llegar 
allí, antes tiene que preparar sus clases, buscar material, estudiar, aggiornarse e investigar, porque 
también se hace investigación en el aula, y eso da cuenta de lo que es la profesionalización del 
docente. 


Realmente esta es una carrera que exige muchísimo y está bien que así sea, pero eso no se 
ve reflejado en lo salarial; por lo tanto, la dimensión salarial no resulta atractiva para el estudiante que 
egresa de 6” año de Bachillerato. 


El planteo puntual que queremos hacer es el siguiente: si para el país, para nosotros y para 
los Legisladores, la educación es una prioridad -y en esto quizá la responsabilidad de los Legisladores 
sea igual de grande, o aún mayor, que la nuestra- debería pensarse bien cuál es el presupuesto que se 
puede votar en esta Rendición de Cuentas, tratando de destinar lo máximo posible, de modo de ir 
solucionando en parte, por lo menos, el problema salarial. Como ya dije, este es un tema que no se 
circunscribe solo a los primeros años de la carrera, sino que es algo escalafonario; existen 7 grados en 
la carrera docente, y entre grado y grado la diferencia salarial es de aproximadamente un 8%. 


SEÑORA ESPANTOSO.- Simplemente, a fin de ampliar lo expresado por la compañera, quiero hacer 
hincapié en el tema de los grados que tenemos los docentes, que van desde el primero hasta el 
séptimo. 


Cuando un docente ingresa a la carrera, lo hace con un primer grado; hay una mezcla de 
grado y antigúedad, porque nosotros cobramos solo por grado y no por antigúedad docente. Cada 4 
años se cambia de grado, es decir, a los 4 años de haber ingresado, se pasa a segundo grado, y así 
sucesivamente, hasta llegar, luego de 24 años, al último grado, que es el séptimo. Como se ha dicho, 
entre grado y grado existe una diferencia salarial de apenas un 8%. Por eso hacemos mucho hincapié 
en que cualquier aumento diferencial -como el que se nos ha planteado en algún momento y que 
también hemos escuchado por la prensa- achicaría la pirámide escalafonaria que tanto tiempo nos ha 
llevado mejorar y que en estos últimos dos Gobiernos logramos ampliar. Reitero: con un aumento de 
ese tipo nuevamente la achataríamos, incluso a nivel de la Dirección, cuando ya hoy el salario de un 
Director es muy bajo con respecto al de un maestro, ya que los Directores cobran por su cargo y no por 
grado. 


Cabe aclarar que el sueldo de nuestra carrera funcional tiene, obviamente, varios escalones: 
Maestro, Maestro Director, Maestro Inspector, Maestro Inspector General, que son cinco cargos, e 
Inspector Técnico, que es un solo cargo. Tal vez puedan manejarse los salarios hasta el de Director 
General, cargo generado desde el Poder Ejecutivo. Estamos hablando de un solo cargo de Consejero 
Director General y de dos Consejeras; de allí para abajo comienzan los cargos del escalafón docente 
cuyos salarios realmente no están acorde al nivel de responsabilidad que esos docentes tienen, 
además de estar topeados por el cargo de Director General, lo que hace que no se perciban sueldos 
con un monto importante. 


La carrera docente comienza con un sueldo de $ 14.000 líquidos y culmina en un 7* Grado, 
luego de 24 años de trabajo, con un sueldo de alrededor de $ 20.000. Eso es lo que se logra en toda 
una carrera funcional de maestro. Reiteramos que los Directores tienen su escalafón docente muy 
achatado, siendo muy pocos los que realmente cobran un salario medianamente digno. 


Cuando en nuestras consignas y reivindicaciones sindicales tomamos como referencia el 
sueldo de $ 14.000, no es porque estemos pidiendo un aumento diferencial para ese primer grado, sino 
que -lo hemos recalcado en todas las entrevistas que hemos tenido, por ejemplo, durante la etapa de 
estudio del proyecto de ley en la Cámara de Representantes, y en conversaciones con los Diputados 
locales de cada departamento- hacemos hincapié en los diferentes grados y en el poco aumento que 
hay entre los grados de los docentes. Por esa razón, esta Federación no está de acuerdo con un 
aumento diferencial para ningún grado docente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTA.- Si los señores Senadores no desean realizar preguntas, agradecemos su 
visita en la tarde de hoy y comunicamos que el material que se nos ha hecho llegar ya fue repartido. 


(Se retira de Sala la delegación de FUM — TEP.) 
-Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 23 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


